Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 20 minutos) 


- Como asunto previo, quiero decir que algunos periodistas me plantearon la denuncia de que hay un grupo de periodistas en 
Guatemala que ha recibido amenazas de muerte. Se trata de 10 activistas de Derechos Humanos y periodistas, que actúan en 
Guatemala, y las amenazas son de grupos clandestinos de ultraderecha. Se dice que, según se reconoció por el propio Gobierno, 
actúan sin control en el seno de las Fuerzas Armadas y de la Policía del país. 


Hace una semana esos mismos grupos mataron al gestor de la fundación que preside Rigoberta Menchú. Según se indica, entre 
los amenazados están los periodistas Marielo Monzón y Ronaldo Robles, conductores del prestigioso programa radial "En 
perspectiva". En ese programa, pocos días atrás, el Presidente de Guatemala, Alfonso Portillo, reconoció la existencia de grupos 
clandestinos dentro de las Fuerzas Armadas y de la Policía. Se dice, además, que se denunció el incumplimiento del Gobierno con 
los acuerdos de paz. 


Si hay periodistas amenazados con nombre y apellido, pienso que se puede hacer alguna gestión ante el Embajador de Guatemala 
expresando nuestra preocupación -porque no podemos hacer otra cosa- por la protección de la gente que está amenazada. De 
modo que si la Comisión está de acuerdo, lo haría personalmente y en forma verbal ante el señor Embajador. 


(Apoyados) 
El punto que tenemos a consideración en el orden del día es el relativo al tratamiento del Tratado de Roma. 


SEÑOR SINGER.- De acuerdo con lo que es la práctica del funcionamiento de la Comisión, he redactado un informe que fue 
distribuido, acerca del proyecto de ley tal como fue enviado por el Poder Ejecutivo, por lo que creo está en conocimiento de todos 
los integrantes de este Cuerpo. 


En consecuencia, solicitaría que se ponga a votación, porque tengo entendido que también el señor Presidente de la Comisión 
presentaría un proyecto de ley alternativo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero señalar que he elaborado un texto alternativo al proyecto de ley, al que daré lectura y que consta 
de un artículo único que dice: "Apruébase el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional adoptado en Roma, República de 
Italia, el 17 de julio de 1998 y suscrito el 19 de diciembre de 2000". El texto es simplemente ese. 


SEÑOR PEREYRA.- Luego de escuchada la opinión del señor Ministro de Relaciones Exteriores y después de efectuadas las 
consultas con asesores en la materia, estoy dispuesto a aprobar el Tratado sin la declaración interpretativa. 


Pienso que la declaración interpretativa, de alguna manera resulta inconstitucional, entre otras cosas, porque crea un organismo 
especial en el ámbito del Ministerio de Relaciones Exteriores, a los efectos de determinar y realizar los trámites cuando haya un 
pedido de la Corte de someter a su jurisdicción a quien se encuentre bajo sospecha de haber cometido un delito. El organismo que 
realiza ese trámite interno termina siendo el único que autoriza o no la intervención de la Corte Internacional, y me parece que es 
claramente inconstitucional, en cuanto a la administración de Justicia en este país. La determinación sobre un pedido de extradición 
es una facultad que tiene la Suprema Corte de Justicia; la administración de Justicia en general está encargada al Poder Judicial y, 
por lo tanto, aquí habría una interferencia que vulneraría la división de Poderes. Claramente se le quita a la Suprema Corte de 
Justicia una facultad que es suya. 


En el estatuto de Roma se reconoce la autoridad que el país tenga en la materia, y ésta es el Poder Judicial, cuya cúspide debe 
resolver en el caso. 


Entre otros aspectos, éste me resulta sumamente fuerte como para no votar el Tratado. 


Por otra parte, parece claro que lo que el Poder Ejecutivo está estableciendo en esta interpretación es evitar que interfiera con 
algunas decisiones que el Estado ha tomado, como es el caso de la Ley de Caducidad de la Acción Punitiva del Estado -que yo no 
voté- pero de cualquier manera creo que, como el estatuto que crea la Corte Internacional establece que no habrá retroactividad, se 
hace innecesaria esta preocupación del Gobierno. 


Naturalmente, quedaría por discutir si en realidad hay algún delito que escape a ese concepto de retroactividad, como puede ser la 
situación de los desaparecidos. En este caso también quedaría por determinar si la propia ley de caducidad no establece un plazo - 
que a mi juicio es claro- sobre hasta qué fecha comprende la violación de los derechos. 


De cualquier manera, me parece que estas disposiciones aclaratorias sólo tienen vigencia en lo nacional, porque son normas que 
no alteran el estatuto pero sí comprometen al Estado uruguayo en cuanto a la colaboración o no pedida por la Corte Internacional 
que se crea mediante este estatuto. 


Luego, en Sala, ampliaré estas aclaraciones y señalo que estoy dispuesto a votar el artículo 1* sin la interpretación que establece el 
Poder Ejecutivo y que, de aprobarse, se convertiría en ley. 


SEÑOR MILLOR.- Por mi parte, suscribo la posición del Poder Ejecutivo y el informe del señor Senador Singer. 


Queda claro que en esta Comisión, y con la actual conformación -y sin adelantar el voto, por ejemplo, del señor Senador Garat, que 
no conozco- a lo sumo habría un empate, lo que implicaría un resultado negativo. Tres de seis señores Senadores ya han 
expresado que no votan el proyecto del Poder Ejecutivo a partir de su artículo 2”. 


Por otra parte, el señor Ministro de Relaciones Exteriores expresó en esta Comisión que hay plazos perentorios para que Uruguay 
pueda incidir en ciertas resoluciones o cargos que prevé esta Corte. Si no me equivoco, la fecha tope es el 30 de junio. 


Hay antecedentes en esta Comisión de haber elevado asuntos a consideración del Plenario con votación negativa. Por lo tanto, 
como más o menos conocemos la posición de cada uno, propongo que elevemos el tema -los dos proyectos y los dos informes- 
para ser tratado en el Senado en el día de mañana o, a lo sumo, el miércoles. Allí veremos si se tienen o no los votos, pero no creo 
que sea conveniente que, por omisión de la Comisión o del Senado en el sentido de no tratar el tema, no se cumpla con los plazos 
que aquí explicó el señor Ministro. Si no están los votos, no será porque el Senado no trató el asunto, sino porque está en contra; si 
hay votos, no haremos perder al Uruguay esas posiciones que le interesa tener en esta Corte. 


SEÑOR PEREYRA.- En ese sentido, no tengo inconvenientes. 
SEÑOR COURIEL.- Por mi parte, tampoco los tengo. 


SEÑOR GARAT.- En virtud de que el señor Senador Millor ha hecho referencia a mi persona, quiero aclarar que mi posición va a 
ser coincidente con la del señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE.-- En función de lo expuesto, creo que la Comisión está en condiciones de brindar un informe en mayoría y 
otro en minoría. 


Antes de votar, quiero señalar que comparto lo que había expresado anteriormente el señor Senador Pereyra. Distribuí un pequeño 
memorándum con las ideas básicas que van a constituir el texto del informe. Quiero decir que en el día de hoy recibí un informe 
complementario del doctor Alejandro Artucio, jurista uruguayo que es miembro desde hace muchos años de la Comisión Jurídica 
Internacional de las Naciones Unidas, con sede en Ginebra, y que intervino en el trabajo de redacción del estatuto. Voy a incorporar 
las partes fundamentales de ese documento en el informe que voy a realizar, porque allí se hace una síntesis de los valores que 
tiene el tratado en sí mismo, más allá de las partes polémicas que se han examinado en la Comisión. 


Me interesa dejar constancia de que valoro como un hecho muy importante que se establezca en las normas interpretativas la 
creación de una autoridad nacional que sería la encargada de dictaminar acerca de la procedencia o no de la solicitud efectuada 
por la Corte Internacional al Uruguay, cuando esta es una materia reservada constitucionalmente a la Suprema Corte de Justicia, 
como acaba de explicar el señor Senador Pereyra. Esto es relevante porque la autoridad que se crea orbita en el Poder Ejecutivo y 
no en el área del Poder Judicial. De esta forma, se estaría colidiendo con aquel principio de la división de Poderes que es tan 
importante dentro de nuestro ordenamiento jurídico; es uno de sus pilares básicos. 


Por otro lado, antes de votar me gustaría dejar constancia de que no compartimos la idea de que si el Poder Legislativo vota una 
ley con los contenidos de este proyecto que hemos presentado en el día de hoy, donde sólo se dice que se aprueba el Estatuto de 
Roma, etcétera, sin ninguna clase de condicionamientos, el Poder Ejecutivo puede arrogarse el derecho a no depositar la 
ratificación. Esta es una ley y el Poder Ejecutivo puede vetarla, generando el procedimiento correspondiente, pero no puede no 
aplicarla. Como sucede con toda ley, el Poder Ejecutivo solamente puede vetarla, y para ello existe un procedimiento constitucional 
que establece que luego la Asamblea General será la encargada de estudiar si levanta el veto. No obstante, el Poder Ejecutivo no 
puede no depositar la ratificación. Digo esto porque el señor Ministro expresó este punto en la Comisión y ello figura en la versión 
taquigráfica; leí nuevamente la versión taquigráfica antes de ingresar a Sala y quiero dejar constancia de ese punto, porque me 
parece muy importante para el futuro de la ejecución del Tratado. 


Si los señores Senadores me conceden 24 horas, estoy en condiciones de preparar el informe y entregarlo a la Secretaría para que 
lo distribuya, a fin de que el tema pueda ingresar el día miércoles al Senado. 


SEÑOR SINGER.- Señor Presidente: creo que deberíamos votar. Entiendo que la corrección que me hizo el señor Senador Couriel 
es correcta en cuanto a que interpreté que este podía ser el informe en mayoría. De todos modos, quiero decir que no sé hasta 
dónde el Parlamento, en este caso concreto, está en condiciones de dar su ratificación a un Tratado sin un acuerdo con el Poder 
Ejecutivo, desde el momento en que éste, constitucionalmente, tiene la potestad de llevar adelante las relaciones internacionales 
del país y va a ser el ejecutor del Tratado, como lo es de todos los que el Uruguay ha suscrito y ratificado parlamentariamente, 
como corresponde. 


En ese sentido, quiero decir que me afilio cien por ciento a la tesis que sostuvo aquí con mucha claridad el señor Ministro de 
Relaciones Exteriores en cuanto a que el artículo 1* de ratificación y la declaración interpretativa conforman un todo único. 


En lo que tiene que ver con la creación del mecanismo de aplicación del Tratado, entiendo que el señor Ministro fue muy claro al 
manifestar que el Poder Ejecutivo estaba dispuesto a escuchar sugerencias o propuestas modificativas para introducir ajustes a 
ese mecanismo, que no viene a hacer otra cosa más que contemplar el mandato del propio Tratado de Roma. 


SEÑOR COURIEL.- ¿El señor Senador se refiere a las normas de cooperación? 
SEÑOR SINGER.- Exactamente. 


Por lo tanto, a nuestro juicio es bien claro que el artículo 1%, tal como fue redactado por el Poder Ejecutivo constituye, con las 
cláusulas interpretativas, conforma un todo único, indisoluble. La voluntad del Poder Ejecutivo en este caso es ejecutar y aplicar el 
Tratado que suscribió sobre las bases de esas cláusulas interpretativas que son, por otra parte, una práctica común en el Derecho 
Internacional. En muchos Tratados se han establecido normas de esta índole y, en este caso concreto, algunos países las han 
establecido también por distintos motivos, al depositar el instrumento con la ratificación parlamentaria correspondiente. 


En consecuencia, no sé qué va a pasar finalmente en el Parlamento, pero si en él hubiera una decisión contraria a la clara voluntad 
del Poder Ejecutivo -tal como lo expresó aquí el Ministro de Relaciones Exteriores- desconozco las vías que quedan expeditas a 
éste y no me quiero adelantar a anunciarlas. Sin embargo, adelanto mi opinión de que nuestra facultad también está condicionada. 
Cuando nosotros ratificamos un Tratado, estamos convalidando lo que quiere hacer el Poder Ejecutivo, a cuyo cargo está la política 
exterior del país. La facultad del Parlamento está en decir si puede o no ejecutar el Tratado. Cuando el Poder Ejecutivo viene al 
Parlamento y dice que quiere ejecutar un Tratado sobre determinadas bases, lo que nosotros podemos decir es sí o no. Cuando 
decimos que no, podemos solicitar que envíe otro proyecto y cuando manifestamos que sí, lo aprobamos. 


Me interesaba dejar expresamente establecida en la versión taquigráfica esta constancia. 


SEÑOR PEREYRA.- Seguramente, vamos a tener esta polémica en Sala. Sin embargo, quiero destacar que el Poder Ejecutivo 
tiene todo el derecho a decir que al aprobar determinado Tratado se deben establecer normas interpretativas para el país, que 
tienen validez nacional. Esa es la posición del Poder Ejecutivo, que fue claramente señalada por el señor Ministro, pero ello no 
condiciona al Poder Legislativo, máxime teniendo en cuenta que la doctrina tradicional que nuestro país ha aplicado con respecto a 
los tratados es, simplemente, la de aprobarlos o rechazarlos. Ha habido algún caso en el que se ha agregado alguna disposición a 
través del Parlamento, que pudo no tener en cuenta el Poder Ejecutivo, porque era una decisión del Poder Legislativo. 


Tengo información de que cuando se suscribió el Estatuto, la delegación uruguaya quiso establecer aclaraciones de este tipo, cosa 
que fue rechazada. También en el Tratado se estableció que no se admitía ningún tipo de reservas, como sucede en muchos otros 
Tratados. De alguna manera, esas reservas -que los países mayoritariamente no aceptaron en el momento de confeccionar el 
Estatuto- operarían para nosotros en lo interno. 


Me parece que el Poder Ejecutivo puede decir que su posición es aprobar el Tratado con tales o cuales aclaraciones, pero eso se 
considera ley si lo aprueba el Poder Legislativo. Si aquél luego no lo aplica o no hace el depósito de la documentación, será su 
responsabilidad y, por tal motivo, estará expuesto a dar explicaciones ante el Parlamento. A su vez, me parece que sería absurdo 
que lo vete, ya que el Poder Ejecutivo instruyó a su delegación para que firmara el Estatuto en Roma. Creo que en esta materia no 
habría antecedentes. 


El título del repartido dice "Estatuto de Roma" y el Poder Ejecutivo nos solicita su aprobación. El Poder Legislativo acepta -por lo 
menos, en lo que me es personal- porque lo cree conveniente, la jurisdicción internacional penal en la materia comprendida en el 
Estatuto de Roma. Ahora bien, como Legisladores tenemos el derecho de aceptar o no las cláusulas interpretativas que el Poder 
Ejecutivo agrega al Tratado. No me propongo analizarlo en el día de hoy, pero éste tiene disposiciones muy claras y habla, por 
ejemplo, de que tiene un sentido complementario a la jurisdicción nacional. El Uruguay tiene normas jurídicas relativas a la 
administración de justicia que no resultan rozadas para nada por este Tratado; éste complementa las atribuciones que la Justicia 
uruguaya tiene para actuar. La colaboración que se solicita en el artículo 80 o en el 88 -no recuerdo bien- es para facilitar, por el 
funcionamiento de los organismos internos que establece la Constitución de la República, el sometimiento a la Corte Internacional 
de la o las personas involucradas en los delitos. No me parece que sea un aspecto de colaboración incluir determinadas trabas en 
el funcionamiento interno del trámite. 


Respeto mucho la opinión del señor Senador Singer, que tiene una larga experiencia en asuntos internacionales -de la que yo 
carezco- pero de acuerdo con los asesoramientos que he recibido, tengo claro que el Parlamento puede aprobar exclusivamente el 
Tratado sin incluir las cláusulas interpretativas que sugiere el Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SINGER. -Quisiera agregar algo más a este punto tan importante y delicado. Creo que todos tenemos claro, por razones 
de lógica, que cuando viene un Tratado a consideración del Parlamento, es porque el Poder Ejecutivo tomó la decisión de 
suscribirlo. Es ese Poder el que tiene esta facultad única, que comparte con el Parlamento solamente cuando se va a realizar la 
ratificación. Pudo no haber venido ningún tratado, simplemente por el hecho de que el Poder Ejecutivo no lo suscribió. En ese caso, 
el Poder Legislativo, enterado de que no se suscribió tal tratado, puede llamar al Ministro de Relaciones y pedirle las explicaciones 
del caso. También una bancada de la oposición puede hacer un llamado a Sala al Ministro para que brinde más detalles. Esos son 
mecanismos que todos conocemos. Sin embargo, está bien claro que en nuestro ordenamiento constitucional la política exterior de 
la República y, por lo tanto, la suscripción de los tratados, es facultad del Poder Ejecutivo. 


Por lo tanto, cuando el Poder Ejecutivo somete al Parlamento la ratificación de ese Tratado y establece determinadas condiciones y 
cláusulas interpretativas, está ejerciendo sus facultades sobre la aplicación del Convenio que él mismo suscribió. Creo que el Poder 
Legislativo tiene la facultad de aprobar el Tratado que el Poder Ejecutivo haya suscrito, para luego aplicarlo o, de lo contrario, 
puede entender que esto no es así y no ratificarlo, por lo cual no tendrá vigencia. De esta manera, cuando el Poder Ejecutivo envía 
un proyecto de ley de ratificación con algunos otros elementos -como estos que incorporan la declaración interpretativa y las 
normas de cooperación- eso constituye un cuerpo único e indisoluble. Todo esto forma parte del ejercicio de la facultad que la 
Constitución le otorga al Poder Ejecutivo, es decir, de ser el responsable y el ejecutor de la política exterior de la República. 


Era cuanto deseaba señalar a modo de comentario, luego de haber escuchado las expresiones del señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si me permiten, desearía dejar una constancia sobre este punto que me parece crucial, relativo a la 
interpretación de lo que debemos hacer. 


El numeral 20) del artículo 168 de la Constitución expresa que le compete al Poder Ejecutivo: "Concluir y suscribir tratados, 
necesitando para ratificarlos la aprobación del Poder Legislativo". ¿Qué dice esta disposición? Que el Poder Ejecutivo conduce la 
política exterior, pero en lo que tiene que ver con los tratados, su voluntad única no es preceptiva, sino que debe complementarse 
con la voluntad del Poder Legislativo. Esto significa que en materia de tratados existe la peculiaridad de que, para volverse 
efectivos y comprometer al país ante otras naciones, se requiere la aprobación del Poder Legislativo, porque no basta la voluntad 
del Poder Ejecutivo. Es más, la Constitución agrega que en torno a la interpretación y ejecución de los tratados, la Suprema Corte 
de Justicia tendrá competencia exclusiva en los problemas que se susciten. Es decir que hay otro elemento más que no compete al 
Poder Ejecutivo, sino a la Suprema Corte de Justicia. Los tratados son algo más que la política exterior cotidiana; son instrumentos 
jurídicos que comprometen, durante un largo período de tiempo, al país. Por eso la Constitución ha tenido mucho cuidado al legislar 
tanto en la aprobación que el Poder Legislativo tiene que dar a estos tratados, cuanto en lo relativo a su interpretación, que es una 
materia reservada a la Suprema Corte de Justicia, y no al Poder Ejecutivo ni al Poder Legislativo. 


Conviene que esto quede claro porque, sin duda, se suscitarán comentarios respecto a lo que haga el Poder Legislativo. 
SEÑOR SANABRIA.- Simplemente, deseo señalar que me adhiero a las manifestaciones de los señores Senadores Singer y Millor. 
SEÑOR COURIEL.- Comparto plenamente las afirmaciones del señor Senador Pereyra. 


Aclaro que me asesoré con cuatro distinguidos abogados del país, quienes me dijeron exactamente lo mismo en cuanto a las 
normas interpretativas que están en juego. Entonces, desde ese punto de vista, no estamos en condiciones de votar 
favorablemente las normas interpretativas. 


Por otra parte, no sabemos qué es lo que va a pasar en el Parlamento. Seguramente, se va a elevar al Senado un informe en 
mayoría únicamente con el artículo 1%, y un informe en minoría con todos los artículos. El Parlamento decidirá. Luego, el Poder 
Ejecutivo verá lo que hace y nosotros volveremos a esta discusión. 


El Poder Ejecutivo ha enviado un proyecto de ley con varias disposiciones, separando el artículo 1? de las normas interpretativas. 
Es verdad que el Ministro de Relaciones Exteriores ha manifestado lo que dice el señor Senador Singer, en cuanto a que estamos 
ante un cuerpo único e indivisible. 

SEÑOR SINGER.- En realidad, las condiciones figuran en el propio artículo 1*. 

SEÑOR COURIEL.- Pero, desde ese punto de vista, siento que el Poder Legislativo como tal, está en condiciones de decir que hay 
un Estatuto Penal Internacional que el Poder Ejecutivo firmó, al que ahora le quiere agregar determinadas normas de interpretación 
que rigen a nivel nacional y, precisamente, por ello, creo que el Poder Legislativo puede estar en condiciones de manifestar que 


acepta el Tratado que rige en el plano internacional, pero que no comparte las normas interpretativas en lo nacional. Luego, el 
Poder Ejecutivo decidirá lo que hace y lo volveremos a discutir. 


Reitero que, a mi juicio, el Poder legislativo tiene total libertad de votar exclusivamente el artículo 1*. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Correspondería votar el proyecto de resolución que contiene el artículo único. 
- Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


"Artículo único.- Apruébase el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional adoptado en Roma, República de Italia, el 17 de 
julio de 1998 y suscrito el 19 de diciembre de 2000." 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
. 4en7. Afirmativa. 


De acuerdo a lo resuelto, se presentará un informe en mayoría con este artículo único y un informe en minoría, suscrito por los 
señores Senadores Singer, Millor y Sanabria. 


A continuación, el señor secretario va a informar sobre los mecanismos de funcionamiento del Senado. 


SEÑOR SECRETARIO.- El miércoles de la semana pasada, el Senado votó suprimir la sesión ordinaria y, en su lugar, convocar a 
sesión extraordinaria a fin de tratar el Proyecto de Ley de Reproducción Humana Asistida. Corresponde aclarar que en una sesión 
extraordinaria sólo se pueden tratar los temas para los que fue convocada. Por lo tanto, salvo que se solicite una sesión 
extraordinaria para un rato antes, sería imposible tratar este tema en esa oportunidad. 

SEÑOR PRESIDENTE.- En realidad, el informe en mayoría aún no se ha terminado de preparar, simplemente tenemos un esbozo 
que debe ser complementado. Por lo tanto, pediría un tiempo de 24 horas para terminar de armarlo. Incluso, si el Senado está de 
acuerdo, puede tratar este tema a continuación de la sesión extraordinaria. 

SEÑOR COURIEL..- En la sesión de mañana se podría plantear su urgencia. 

SEÑOR SINGER.- Exactamente, se puede plantear el tema y hacer su informe verbal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pienso que lo importante no es sólo que se pueda hablar sobre el asunto, sino también que haya un 
documento que lo respalde. Pienso que no va a llevar mucho tiempo. Espero que mañana, a las 15 horas, ya esté pronto. 


SEÑOR SANABRIA.- Entonces, si mañana a esa hora ya está preparado, pediríamos que fuera tratado con carácter de urgente. 
De lo contrario, solicitaríamos que se tratara en la sesión extraordinaria del miércoles. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Probablemente, esta última idea sea la que prospere. 
No habiendo más asuntos que tratar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 4 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


